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Segundo.-En el escrito tnidal del recurso de amparo se
contienen dos afirmaciones que se vuelven a reiterar en el
trámite posterior de alegaciones: al Las Compaftiaa recurrentes
estaban plenamente legitimadas para actuar como codeJnan­
dadas (artículo 29 U) o como coadyuvantes (articUlo 30 LJ)
y debieron ser emplazadas por él órgano Jurisdiccional en el
recurso contencioso-admin:strattvo. tramitado a n t e la Sa.la
Cuarta del Tribunal Supremo, número 400.036, y blEI proble­
ma que plantea este recurso no es otro que el de la actuación,
contorme 8 la doctrina jurisprudencia! de este Te. de lAs exi­
gencias del articulo 24 de· la. CE ,respecto del a.rUculo 64 de
la U. -

Este último precepto establece que la publicación del.lllun­
cio de la interposición del recurso en el -BoleUn Oficial del
Estado- servirá de emplazamiento a las personas que, con arre­
glo al articulo 29, número 1, bl. de la LJ, están legitimadas
como parte demandada y este precepto no veda el emplaza­
miento directo de quienes puedan oomparecer como parte
demandada en razón de ser titulares de un derecho o 1e un
interés legitimo que fuera objeto de defensa en el procedJ~'
miento administrativo

Tercero.-El examen de las actuaciones nos lleva a sentar
las siguientes premisas básicas, en la determinación de si exis~

tió en la, cuestión plantea.da una vulneración del articui.l 24,
número 1, de la CE:

1.° El Real Decreto 3313/1978, de 29 de diciembre, aut,o"izó
una actuación urbanÍStica en el polígono .Santa Ana_, de Mur­
cia, mediante un Programa de Actuación Urbanística., y el
proyecto de delimitación se redactó por Orden ministerld.l de
30 de mayo de 1980, siendo aprobado por Orden ministenaJ de
28 de diciembre de 1980. Por Resolución del Director Ger.=nte
del INua de 5 de marzo de 1981 se aprobaron los Estdtutos
, las bases de actuación de la Junta Mixta de Compen&aci6n
del Poligono y el correspondiente plan parcial fUe aprobaJQ.
por el Ayuntamiento de Carta,gena con fecha. 27 de agost.") de
1982. Por Reai Decreto 2460/1982 se crea la Sociedad Esta~l de
Promoción y Equipamiento del Suelo y la Orden ministerial
de 31 de diciembre de 1982 dispone que esta Sociedad asuma
en el polígono .Santa Ana_, de Cartagena, las actuaciones del
extinguido INUR. . '"'

2.° El dato más relevante, a los fines del recurso inte:-pues­
too viene determinado por los siguientes hechos: a} El' escrito
de interposición del recurso contencioso-administrativo núme­
ro 408.035 ante la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, promo­
vido por el Procurador don Juan Luis Pérez-Mulet y Susrez,
en nombre del Colegio Oficial de Arquitectos de Valenda y
Murcia (sin que aún estuviera constituido el Colegio da Ar­
quitectos de Murda, que lo fue por Real DeCMto de 30 de oc­
tubre de 1981l, lleva recha de 22 de marzo de 1979 y la rrovi­
denda de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo que tuvo por
interpuesto el recurso y que acuerda que se publique tln el
..Boletín Oficial del Estado_ el anuncio que la Ley pnvipne
en el articulo 60 de la U, que- habia de servir de .emplazamien~

to a las personas legitimadas como parte demandada es de fe­
Cha 3 de mayo de 1979. La supuesta infracción constitu(,,;ional
se habría producido a partir de esta fecha, desde cuyo mo­
mento, a juicio del recurrente. habría que decretar, la nulidad

• de actuaciones. .
3.° La Compat\1a .General Urbana- adquiere por escrituras

públicas de compra en las siguientes fechas: 4 de junio de 1980,
22 de febrero de 1980, 29 de Junio de 1979, 13 de noviero :lre
de 1979 y 18 de abril de 1979 diversas fincas del polígono .Santa
Ana.. de Cartagena. cuando ya se habian iniciado, con bas­
tante anterioridad, las actuaciones del recurso contencioso­
administrativo número 408.035 de la Sala Cuarta del Tribunal
Supremo y varias de estas parcelas fueron compradas por ..Edi­
ficio España. S. A.-, a la CompafUa -General Urbana- (en es­
pecial.. las designadas en los apartados e a N), según consta
en las correspondientes escrituru públicas de compra Je las
siguientes fechas: 1 de octubre de 1990, 30 de julio de 1980,
19 de noviembre de 1980, 10 de diCiembre de 1981, 26 de junio
de 1980, 24 de julio de 1980 y 30 de Julio de 1980. Finalmente
se constituyó por escritura púb).ica otorgada ron fecha e de
octubre de 1982 la Junta Mixta de Compensación del poligono
-Santa Ana_. de Cartagena.

Cuarto.-El articulo ato ndmerQ l. de la CE. como ,ha puesto
de manifiesto este Te 'en 'las. aentencias 9/1981. de 31 de marzo
(recurso de a.m.paro D&Unero lD'l11980. _Boletín Oficial del Es­
tado. de 14 de abrll -de 118lJ: número 8311982, de 2(t de octubre
(recur:!'O de ampa,ro nWnero 1211982., -Boletin. Oficial del Eso­
tado- de 17 de noviembre de 1982l; número 22/1983. de '!3 de
m.a.rzo (reC\.U"SO d.e amparo número 40311982, .Boletín Oficial
del Es~ de 'l7 de abril de 1983), y número 48/1983, de 31 de
mayo {recurso de amparo número 412/1982. .Boletfn Oficial
del Estado_ de 17 de junio de 1983), contiene un mandato im~

pl1cito al legislador oonsistente en promover la defensión en
la medida. de lo posible mediante la correspondiente oontra-
dicción. • .

Con arreglo a este criterio, la primera cuestión a diluddar
en el -presente recurso es la relativa. a si era posible que estu·
viesen legitimadas para comparecer y consiguientemente si
fue factible el empl8Z&Illientopersonal de las Compe.ñ.ias re~
currantes en amparo, en las actuaciones seguidas ante la 15ala
Cuarta del Tribunal Supremo en el recurso contencioso~sdml­
nistrativo número 408.035.

Respecto a -esta primera cuestión. sin perjuicio de reCO"llJcer
la acción pública en _el á.m~ito ~ la. legitimación para exigir
la observancia de- la legislación urbanistica, conforme al ar­
ticulo 235 del texto refundido de la vigente Ley del Suelo,lo
cierto es que las Compañías mercantiles sollcitantes del am~

paro ostentaron derechos e intereses legítimos, por 8uc~sivas

adquisiciones. 'en facha posterior al inicio de las actuaciones
judiciales que se pretenden anular. .

Qu:into.-=-La segunda cuéstión estriba ~n determinar si re­
sultaban las Compañias solicitantes del amparo, -conocidas o
identificadas a partir de los datos que se deducían del '3scnto
de interposición. del recurso y del expediente admini..trativo.

Respecto a esta segunda cuestióD. hay que reconocer ia im­
posibilidad por parte de la Sala Cuarta del Tribunal Suoremo
cuando se interpuso el recurso contencioso-administrativ~,ad­
mitido por providencia de 3 de mayo de 1979. de realizar un
emplazamiento personal de las Compañias recurrentes o a SUB

causantes que no estaban identificadas en el momento. de la
interpo.c;ición del recurso ni en el expediente administrativo.
Los solicitantes del amparo, por otra parte, no ostentara;) de­
rechos e intereses legítimos hasta fecha muy posterior a, la
mencionada interposición, ya que el derecho impugnad.), en
sede judicía.1 ordinaria, se dirigía por su naturaleza a una
pluralidad indeterminada- de sutetos '1 no a un destinatario
concreto, plenamente identificado, .

Por lo demás. a las Compañías solicitantes del ampaiOO no
se las reconoció o privó, nominativa y personalmente, de nin~

gún derecho en la. resolución judicial aqui recurrida en via
de amparo que no es causante directameI)te de una lcción
u omisión vulneradora de un derecho o libertad fundam~ntal
(articulo 4-4:. numero 1, b), de la W1'Cl. por lo que conC!u.moll
poniendo de relieve, .con arreglo a la doctrina. jurlsprudencial
de este Te. que no puede estimarse el recurso de ampan in·
terpuesto po;" las Compañías .Edificio España, S. A .• , y ·Ge­
neral Urbana".

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucicnal.
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUC,ON
DE LA NACION ESPAÑOLA,

Ha decidido:

Desestimar el recurso de amparo no.mero 400/83, intero:.lesto
en- representación de .Ed,ificio España, S. A.- (EDIESAJ. y .Ge­
neral Urbana, S. ·A._, oontra la sentencia de la Sala Cuarta
del Tribunal Supremo de 15 de marzo de· 1983.

Publiquese esta sentencia en el .Boletín ~ficial del Estado_.

Madrid, 6 de diciembre de 1983.-Manue} Garcia-Pelavo y
Alonso.-Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de Velasco Va­
lleio.-Gloria Begué Cantón.-Rafael Gómez Ferrer ,Morclnt.­
Angel Escudero del Corral.-Firmados y. rubricados.

EN NOMBRE DEL REY

la sigu.iente

SENTENCIA

En el recurso de amparo' nÚMero 109/83, interpuesto por el
Procurador de 109 Tribunales don Arglmiro Vázquez Guillén
asistido por el Letrado don Manuel Larto de Merlo, en nombré

La Sala Segunda del Tribunal Constituctonal compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, y' don Luis Dfez­
Picaza y Ponce de León, don Francisco Tomás y Valiente. don
Antonio Truyol Serra y don Franqsco Pera Verdaguer, Magis­
trados, ha pronunciado

de don Angel López Rivera, contra sentencia de la. Sala Segunda;
del Tribunal Supremo de 27 de enero de 1983. .

Ha sido parte en el asunto el Fiscal General del Estado y
Ponente el" Presidente de la Sala, don Jerónimo Arozamena Sie­
rra, quien expresa el parecer de la misma.

1. ANTECEDENTES

Primero.-La Audiencia Provincial de Barcelona, Sección Pri­
mera. en la causa 173/1979, seguida contra Angel L6pez Rivera.·
pronunció sentencia ellO de septiembre de 1981, condenándole
a la pena de cuatro años dos meses y un dls de prisión menor
y multa de 10.000' pesetas, como autor de UD delito contra la
salud publica. previsto y penado en el articulo 3« del Código
Penal. En 8'1 primer resultando de indicada sentencia se dice:
.Probado y así se declara que el acusado, Angel López Rivera,
mayor de edad. y con IlJltecedente9 penales por delitos contra la
propiedad en seis sentencias dictadas todas ellas en el ailo 1973

Sala. Segunda. Recurso .de amparo número loo/1983.
Sentencia número I~6/19B3. de 7 de diciembre.
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y por insulto a Fuerza armada en sentencia dictada el 9 de marzo
de 1977, donde consta como instructor un Juzgado Militar, sin
constancia de la plaza, siendo de las demés Instructor los Juz­
gados de Badajaz. sobre las veintiuna horas del día 22 de junio
del año 1979. con ocasi6n de encontrarse en esta ciudad de Bar­
celona. e. la que había llegado procedente de la provincia de
CastelIón, fue sorprendido por Inspectores del Cuerpo Superior
de Policía, ofreciendo en venta por la calle San Jerónimo de esta
ciudad 10.6 gramos de la sustancia "cannabia 8&üva", que, in~
clusa. trató de vender, ignorante de BU condición, a 10B expresa­
dos funcionarios, que inmediatamente procecUeron a su deten­
Oión y a la ocupación" del estupefaciente mencionado..

Segundo.-Contra la indicada sentencia, el condenado inter­
puso recurso de casación, aduciendo los siguientes motivos: Al
por .quebrantamiento de forma, acogido al número primero del
artículo 850, en _relación con los artículos 801 y 7.6, tercero, de
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, ya que no comparecieron los
testigos de cargo y descargo propuestos por el Ministerio Fiscal
y la parte recurrente. al juicio oral, sin que el Tribunal mani­
festara que se ..consideraba suficientemente informado con la
prueba practicada para formar juicio completo sobre los hechos".
sin !tue accediera a la suspensión del juicio¡ BJ por infracción
de ley, acogido al número primero del articulo 849 de la Ley de
Enjuiciamiento Criminal, al haber sido infringido, por indebida
aplicación. el articulo 344 del Código Penal, ya que 10 reflejad,o
en el resultando de hechos probados no es constituth.-o de delito.

El Tribunal Supremo (Sala Segunda). por sentenC18 de 27 de
enero de 1983, declaró no haber lugar al recurso de casación por
quebrantamiento de forma e infracción de ley. Elllrimer motivo
del recurso de casación se desestimó en virtud de la siguiente
fundamentación; .Que el acuerdo adoptado por la Sala de ins­
tancitl. de prescindir de los testimonios de dos testigos propues­
tos y no comparecidos en el momento del juicio oral, pese a
hallarse debi~ame,nte citados, no supone quebrantamiento de
forma y Se ajusta fielmente a derecho, pues al formularse la
petición de suspensión no se expusieron los puntos que hablan
de someterse al interrogatorio de los testigos incomparecidos
para que el Tribunal pudiera graduar la. importancia dé sus
testimonios y la necesidad y conveniencia de los mismos, por lo
que tratándose de un procedimiento de urgencia. de acuerdo cón
las previsiones contenidas en el artículo 801 de Ja Ley de En­
juiciamiento Criminal. y considerándose suficientemente infor­
mados con la prueba practicada para formar juicio completo
sobre los hechos. enjuiciados. procedieron con acierto los juzga­
dores de instancia al no suspender el juicio ante una' petición
inmotivada, por 10 que procede desestimar el primer motivo del
recurso formulado al amparo del numero 1 del artículo aso de
la Ley Procesal Pena] -. -

El segundo motivo del recurso de casación fue rechazado con
la siguiente fundamentación: -que conforme a la jurisprudencia
constante de esta Sala, según doctrina declarada. entre otras
resoluciones. en las que llevan fecha 10 de febrero, 22 de junio.
18 de diciembre de 1981 y 14 de junio de 1982, por citar las más
recientes. la frase "droga tóxica. y estupefacientes·' del articu­
lo 344 del.Código Penal, se refiere a las sustancias de dicha na­
turaleza, incluidas dentro de las listas 1, II y IV anexas al Con­
venio Unico de las Naciones Unidas de 30 de marzo de 1961. que
España ratificó elIde marzo de 1966 y entró en vigor el dia 31
del mismo mes, y Que provocó la Dueva redacción del texto
pellal por Ley de 15 de noviembre de 1971, entre los cuales se
encuentran el producto denominado hachís_ sustancia acUva,
obtenida de cierta variedad de cáñamo. cuyo uso no está exento
de peligrosidad. como alega· el recurrente, ya que son notorios
los trastornos psicosomAtico's que produce y el desorden en la:
conducta de los consumidores, creando hábito que ordinaria­
mente Se manifiesta en forma gregaria, por lo que por lo ex­
puesto la sustancia ocupada al procesado es droga tóxica a
efectos. jurídicos penales e idónea' para lesionar de forma signi­
ficativa la salud, siendo indiferente la cantidad esease. con que
se estaba traficando y el hecho de que los sujetos receptores de
la oferta de venta fueran dos agentes de policía de paisano. todo
lo cual cond:uce a la desestimación del motivo .segundo del re­
curso. en el que, al amll8rO del número 1 del artículo 849 de la
Ley de Enjuiciamiento Criminal denunciaba la indebida aplica­
ción del artículo 344 del Código Penal. sj bien, este Tribunal cons­
.ciente de la onerosidad de la pena impuesta, atendiendo a las
circunstancias del hecho y la escasa cantidad de droga que eJ
procesado portaba, está. de acuerdo con el tomado por la Sala de
instancia de que se haga uso de la facultad conferida en el
pá.rrafo segundo del articulo segundo del Código Penal-.

Tercero.-EI 26 de febrero de 1983, el Procurador don Argimiro
Vázquez Guillén. en nombre de Angel L6pez Rivera, interpuso
recurso de a¡nparo contra la sentencia del Tribunal Supremo,
desestimatoria del recurso de casación, aduciendo como preoep·
te violado el artIculo 24 de la Constituci6n, alegando que el Tri­
bunal a qua vulnero las garantias procesales dispuestas por el
legislador, impidiend',) que se utilizaran lOO medios de prueba
pertinentes para la defensa y dando ocasión a una franca inde­
fensión. frente a la acusaci6n fonnulada por el Ministerio Fiscal.
en cúntra de lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal
y el artículo 24 de la Constitución. Después de un anlLliBis de la
sentencia de casación, dioe el recurrente ..que tras la etT6nea
apreciación de nuestro Tribunal Supremo de· que, en este caso
también, precisaban expOnerse los puntos que 'habian de some­
terse al lnterrogatorio de 108 testigos incomparecidos para que
el Tribunal pudiera graduar la importancia ,de sus testimonios
y la necesidad. y conveniencia de 101 m1smos~, de una parte, y
tras la también err6nea apreciación de que 101 juzgadores se

cOnsideraban suficientemente informados con la prueba practi­
cada para formar juicio completo sobre los hechos enjuiciados.
extremo éste que no quede. acreditado en ningún momento, tal
como puedQ constatarse, prestando especial atención al ac..ta del
solemne acto del juicio, se dictó sentencia confirmatoria de la
recunida, sin haber respetado las garantías condLltuclonales
establecidas y mereciendo setialarse el articulo 24 de la CQnsti­
tución, provocá.ndose auténtica indefensi6n en el recUl rente An­
gel L6pez Rivera. En el ..petítum~ de la demanda se solicit.a.:
..tener por interpuesta, en el plazo y forma debidos, demanda
de amparo del Tribunal Constitucional, en contra de la genten­
cia dictada por la Sección Primera de lo Criminal de la Audien­
cia Provincial de Barcelona. el pasado 10 de septiembre de 1981.
u contra del recurrente Angel López RiVera, confirmada por la
Sala Segunda del Tribunal Supremo, en la sentencia fechada el
27 '<1e enero de 1983. y, tras los oportunos trAmites legales. re­
solver que ha lugar .al recurso de amparo interpuesto, ya que
no se respetaron las garantías constitucionales reflejadas en el
artículo 24 de la Constitución Espaf'Jola, al no permitir que el
r~currente, Angel López Rivera. utilizara todos los medios de
prueba pertinentes para su defensa, habiéndose prov')cado inde­
fensión en el mismo. no resultando tutelado en sus derechos.
por la autoridad judiciaJ, de un modo efectivo. dehiéndose te­
poner -las actuaciones al estado que tentan cuando se cometió
la falta y ordenando que se termine el proceso con arreglo a
Derecho, acordlLndose la nulidad de todas las actuadones judi­
ciales posteriores a la fecha seftalada para la celebración del
solemne acto del juicio oral, así' como también la nulidad de
éste-o .

Cuarto.-Después de subsenado el defecto del artitulo 49.2, bl,
en relación con el artículo 50.1, b), LOTC. por no haberse pre­
sentado copia, traslado o certüicación de las- sentencias. de la
Audiencia Provinhial y del Tribunal Supremo, se admitió a trá­
mite el recurso de amparo por providencia de -4 de mayo de 1983.
Cumplido lo· dispuesto en el articulo SI de la LOTC. se pasó al
trámite del articulo 52 de la misma Ley. Se presentaron en
tiempo. las alegaciones del recurrente y del Ministerio Fiscal.
Las alegaciones del recurrente versaron sobre los siguienu's
puntos: Al El justiciable no sólo tiene el derecho a la jurisdic­
ción, sino también a que el proceso se desarrolle observá.ndose
las debidas garantías proclamadas en la Constitución; mere­
ciendo destacarse el articulo 24.1 y 2 de la misma¡ B) El Tribu­
nal a qua no respetó tales garantías constitucionales, cuando
no aceptó ia proposici6n de suspender el Juicio oral, ante la
incomparecencia de los únicos y cualificados testigos propuestos
por el Ministerio Fiscal y el recurrente, pese a su admisión como
medio de prueua, provocando indefensión; e) La libertad de
apreciación de' la prueba,- en conciencia, no debe confundirse,
que pueda traducirse en desestimar los medios probatorios, pro­
puestos y admitidos, denegándose la suspensión del iui~io, pese
al carácter influyente de tales .pruebEl.s: D) Si los testigos pre­
puestos, admitidos e incomparecidos, son los únicos .testigos que
hubieran permitido que el Tribunal se formara un luicio sólido
y completo lKlbre los hechos, entiende innecesario el precisar
todos y cada uno de los extremos que habían de someterse al
interrogatorio de los mismos.

Quinto.-EI Ministerio Fiscal, después de una exposición de
antecedentes. alegó respecto del articulo 24.1 de la Constitución,
que basta reoordar los' antecedentes para descartar la posib.Hi­
dad de que el demandante haya sido 'VÍctima de una. resolUCIón
que pueda considera.rse origen inmediato y directo de vulnera­
ción de tal derecho. En lo que se refiere al derecho a utilizar
los medios ode prueba pertinenteb p'ara la defen~a. sostuvo el
Ministerio Fiscal que -ha de oponerse a la alegacion del deman­
dante -que igualmente piensa haber sufrido restricción y agra­
vio en el goce de este dereche>- que el mismo no otorga a su
titular el de que se acepten indiscriminadamente todos los me­
dios de prueba que por el mismo se llTOpongan, sino solamente
aquellos que sean .pertinentes-. es decir. los que veI?-gan a pro­
pósito para esclarecer cuestiones planteadas en el jwd.o, con:es·
pondiendo.-en todo caso eJ Tribunal, en virtud de la fu~c~ón
directora del proceso que legalmente le incumbe, la deciSión
sobre qué pruebas han de reputarse pertinentes por su nece­
sariedad Y cuáles impertinentes por su inutilidad o escasa re­
levanciaCiertamente en el caso que nos ocupa recayó una
primera· declaración judicial de pertinencia sobre el examen. de
determinados testigos propuestos por ambas partes para ~1.julcio
oral. declaración que quedó impresa en el auto de admlsl?n de
la prueba y debió traducirse lógicamente en los correspondientes
actos procesales de comunicación para asegurar la presencia de
los testigos en el juicio. Cierto es también que. habiéndose pr~­
ducido la incomparecencia de aquéllos -por no haber sido Cl­
tados, a.I pareoer- su condici6n de testigos no rigurosamente su·
maria.Ies -pues sólo su inicial manifestación en el atestado
po-licial constaba- pudo hacer discutible, de acuerdo con la pre­
visión del articulo SOl de la Ley de Enjuiciamiento Criq¡.inal, la
decisión del Tribun&1 de no suspender 1& sesión y ,ordenar la
continuación del luido oraJ. Pero estos posibles o eventuales
defect06 formales -que, en principio, no hay por qué veJ.orar,en
sede constitucional a no ser que hayan mido generar VIolaCIón
de un derecho fundamental- no pueden hacernos perder de
vista que lo realmente inÍportante. desde la p6rsP;8Ctiva del de­
recho fundamental a qUe ahora nOl!l estamos refinendo" es si .10
que implícitamente consideró el Tribunal ()()mo -suficiente m­
formación para formar 1uicio completo sobre los hechos~ re­
posaba sobre pruebas objetivas realmente practicadas o, por el
contrario, no pasaba de ser una apreciación meramente sub­
jetiva, esto ea, si el Trtbuna.l tenia a su alamOS, por haber sido
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la siguiente

anteriormente incorporados al proceso. elementos bastantes para
decidir. una vez producida la incomparecencia de los test¡gos.
la pertinencia -por necesario- o impertinencia -por super­
flu~ de su testimonio. Y el examen de· las actuaciones suma·
tiales -concretamente de las. tres decle.racion~9 sucesIvamente
prestadas por el procesado- que en el acto del juicio oral se
reprodujeron como pruebas dOcumentales, puedé llevarnos a la
conclusión de que efectivamente el Tribunal dlsponfa de ele­
mentar:. suficientes para hacer, sobre bases objetivas. un -prQnun­
ciamiento sobre la oPQrtunldad de practicar aquella prueba que
modificase su previa decisión de admitirla.. A continuación el
Ministerio Fiscal discurre acerca de Irt presunción de inoceIic.:ia,
si bien el demandante en el escrito de alegaciones dice que, ..se
hubierRpod1do alegar, Bnte nuestro Tribunal Supremo 'l. en su
caso, ante nuestro Tribunal Constitucional, la presunción de
inocencia,., mas, respetando la normat!va procesal, también cree·
mas que no cabe hacerlo, en este mismo momento. La presunción
de inocencia no fue motivo invocado en la demanda., ni en el
proceso judicial anterior, Concluye er Ministerio Fiscal diciendo:
.Estimamos, que.ni de la sentenci.a. de ia Audiencia Provincial
de Barcelona ni de la dictada por la Sala Segunda da} Tribunal
Supremo solamente confinnatoria de la primera se ha derivado
infracción alguna para los derechos fundamentales ~nocld,os
oor el arUculo 24.1 '1 2 de la Constitución que el demandante
ha invocado como fundamento de su pretensióñ. Por todo lo
expuesto. el Fiscal dice queA2! acuerdo con lo dispuesto en los
articulas 52.~ '1 88.1 de la LVl'J, procooe dictar sentencia decla­
rando no procede otorgar a don Angel López Rivera el amparo
Que solicita.. .

Sexto -Concluida la tramitación se senaló para 19 delibe·
ración y votación el día 23 de noviembre pasado,en que Se ini~

ció la,misma.

II. FUNDAMENTOS JURIDIC6s

Primero,-De la demanda, V de lo que luego se dice -en las
alegaciones presentadas en la fase procesal que regula el articu­
lO 52 de la LorC. surge; ciertamente, alguna dificultad para
comprender cuál es la. garantía constitucional de las proclama·
das en el articulo 24 que el demandante cree violadas, y aún po­
drl.amos encontrar junto a la Imprecisa definición- que en tales
escritos se hace en cuanto &1 derecho constitucional para cuya
defensa se acude a este Tribunal. un error a ·la hora de concre­
tar la resolución contra la que se dirige el amparo y un cum·
ollmlento defectuoso de lo que respecto a la preparación del
orasente recurso ordena &1 articulo 44.1.c) de la LOTe, pue!lo en
cuanto a lo primero es claro que no pudo 98r la sentencia de
casación, .por cuanto vale aqul como agotamiento de los recursOb
utilizables segú.n -lo prevenido en el 'articulo 44.1.a) y no como
resoluC'ión a la que S8 impute inmediata y directamente. una
violación de algunas de las garantías constitucionaHzadas en
el arUculo 24, y- por lo que dioe a lo segundo el quebrantamien­
to denunciado ante el Tribunal Supremo por la causa del ar­
Uculo '850 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal se construye
dentro df:" preciSiones propias de la legalidad -ordinaria sin darle
una relevancia constitucional que pudiera entenderse subsumida
en el artfculo 24. Sin embargo. por lo que se contrae a estas
dos (iltimas consideraciones, la primera, eSto es la defectuosa
definición de la resoluciÓn qUe motiva el amparo, advertida ya
dpsde un primer momento no justificó entonces Y- no va a Jus­
tificar ahora que enderezáramos la demanda por la vía de las
¡nadmisibilidades formales dentro de lo dispuesto en el artícu­
lo 50 1 de la· LOTC. subsanables. por lo demas, a tenor de lo
previs~ en el articulo 85.1 también de la LOTC, pues del coo­
junto de aquélla -Y. en particular, de la redacción dada al
.petftum,.- podía inferirse que la supuesta violación denunciada
se produjo en el acto del luiclo oral comunicándose a la sen·
tenc1a de instancia. por lo que a ésta debla estane como punto
de arranqUe de la impugnación; yen cuanto a la segunda, que
hublerSl podido recibir el tratamiento que se col1ge de la con­
lunta consideración de los artfCUl06 44.1.0) Y 5O.1.b) de la LOTC.
es 10 cterto que sólo pudo ser advertido tal incumplimiento una
vez que recibidas las actuaciones Jurisdiccionales se conoció el
eSfTito de formalización del reCUI'6Q de casación. por lo que
ahora, a(in reconociendo lo defectuoso del planteamiento del
ampa.ro. no es el caso que eludamos el enjuiciamiento de fondo
desde la perspectiva constitucional del artlcu'10 24. Con esto y
yolvtendo al principiO' de este primer funde.mento luridico. la
Imprecisión del recurrente en cuanto a la garantla constitucio-
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La Sala Primera del Tribunal. CoJ1stltucional, compuesta poi
don Manuel García·Pelayo y Alonso. Preiidente, .,don Angel
Latorre Segura., don Manuel Diez de Ve-laeco Vallejo, doña Glo­
ria Begué Cantón, don Rafael Gómez-Ferrer Morant y don Ali­
gel Escudero ·del Corral, Magistrados, ha pronunciado ._

EN NOM:B&E DEL REY

SENTENCIA

En el recurso de amparo ndmero 337/1983, promovido por dofl.a
Maria Amal1a GonZález Rodrlguez.Arango, representada por el

oal que cree vulnerada. puede despejarse diciendo que bien en~
tendida la demanda lo que se denuncia es la denegación de
una prueba testifical con efecta, a su dedr. en la defensa. Desde
el planteamiento del recurrente, la cuestión discurre en torno
al derech~ al proceso, con las garantlas ,debidas para que no se
produzca indefensión. y el derecho a utilizar los medios de prue·
ba para la defensa. '

Segundo._EI recurso de ~ión, como hemos dicho. se llevó
por el número 1.0 del articulo 850 de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal, dentro de la interpretación dada a eate motivo pOI"' la
Jurisprudencia de la casación penal que ha entendido que puede
comprenderse be.jo tal invocao16I\ ~l ce.so, de que propuesta. y
admitida una prueba. y no pudiendo llevarse a cabo en el acto
del luicio oral, el' Tribunal de lo Penal no accede a su 8USpen~

sión. luzgándose así sin una prueba. que siendo pertinente, el
Tribunal no considera necesaria paca. la ·decisión. Este es _el
caso, porque propuesta por el Ministerio Fl,scal una prueba tes·
tifical y también por el acusadD, y admitida. el Tribunal de lo
Penal no estimó necesario suspender el Juicio oral, para seguirlo
con otra. citación a Juicio con la obligada asistr'ncia de los tes·
tigos cuya comparecencia no se logró en la primera. convoc..
torta. Para juzgar acerca de si se ha proáucido indefensión.sub·
sumible en el conjunto de tJaranti&8 que el artículo 24 consti­
tucionaIiza, es de rigor deCIr. ante todo, Que los testigos pro­
puestos hablan testificado en las actuaciones incorpor{ldas. al
sbmario, y esto es de singular trascendencia, su tesUmonio de
cargo coincide con cuanto declaró el a~usado, primero en el
atestado policial Y luego ante e~ Juez ,de Instrucción, en una
primera declaración y, posteriormente, en la indagatoria, com­
prensivas realmente; de los hechos llevados al .factum,. de la
sentencia v a los que se anudó la.- calificación jurídico-ptm...d La
denegación de la suspensión del juicio tuvo, así, su fundamento
en lo que dispone {;lol arUculo 801 en relación con el artfcu~

lo 746-3.° de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. pues la perti­
nencia de la prueba -requisito de su admisióo- no conlleva
la necesidad que dice el segundo de los preceptos citados, pues
si el Tribunal reconsidera suficientemente informado con la.
prueba practicada para formar juicio completo sobre los hechos,
no debe prescribir medidas que como la suspensión son dila·
ciones injustificadas del proceso. Por lo demás, ni en el juiciO
oral, ni luego posteriormente. 98 ha cuidado de- aecir cuales
eran' los puntos que habrían de someterse al interrogatorio de
los testigos incomparecidos, ni se colige cuáles podían ser sien·
do como es el testimonio de aquéllos plenamente asumido por
el acusado en las declaraciones que hizo. primero ante la po­
licía. y luego en el sumario. antes y después de' su _procesa­
miento.

Tercero -El derecho a la prueba es, ciertamente, una de las
garantías que constitucional1za elartfculo 24,2 y podrá susten·
tarse un amparo en una denegación de prueba que haya pro­
vocado la indefensión; podrá argüirse con alg(in fundamento
que se produce indefensión cuando la no realización de la prue­
ba por su relación con los hechos a los qUe anudar la condena
o la absolución. u otra consecuencia penal relevante, pudo al· '
terar la sentencia en favor del recurrente. Que esto no es asl
en el caso presente ~y;. por lo demás, qUe el Tribunal senten­
ciador, no incurrió en quebrantamiento formal-o se tnfiere en
términos que excluyen. toda duda de lo que hemos dicho en el
fundamento anterior. La queja constitucional sustentada en el
derecho a la prueba, es, por tanto, infundada, y. Dar ello, te,­
nemos que concluir deneg-ando el amparo, según 10 que dispone
el articulo 53.b) de la LOTC.

FA L LO,'

En atención a todo 10 expuesto, el Tribunal Constitudonal.
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAÑOLA. '

Ha decidido:

Denegar el amparo solicitado por don Angel López Rivera.

Publlquese esta sentencia ~n el .BoleUn Oficial del Estado,..

Dada en Madrld a 7 de diciembre- de 1983.-JerÓnimo Aroza·
mena Sierra.-Luis Diez Picazo y Ponee de León.-Francisco To­
mAs y Valiente.-Antonio Truyol Serra.-Francisco Pera Verda~

guer.-Firmados y rubricados.

Procurador de los Tribunales don Juan eorujo López-ViUamil;
hala la dirección del Letrado don José Alvarez de Toledo Saave­
dra, contra las resoluciones de la Sala de lo Contencioso-Admi­
nistrativo de la AUdiencia Territorial de Oviedo y de la Sala
Cuarta del TribunaiJ. Supremo. de que se hará mención más
adelante. en solicitud de que por este Tribunal Constitucional
se concrete y declare qUe las referidas res.oluciones han violado
el articulo 24.1 de la CODostttución Espaftola (CEI, asl como la
anulación de las actuaciones en el proceso contencioso-adminis­
trativo que está en la base de las mismas desde el trámite de
emplazamiento. disponiendo que éste se realice personalmente a
aquélla como demaEldada y que, en todo caso, preserve también
el derecho constitucion8l1 violando mediante el pronunciamIento
de que la sentencia no surte efectos respecto de la ahora dé­
mandante de amparo. ,En el recurso de amparo han compare-


